MUY APRECIABLE Y ESTIMADO SEÑOR DIPUTADO:
El Colegio de Notarios del Estado de Jalisco, considerando la importancia que representa para el desarrollo de nuestra tierra, México, el contar con un marco normativo que garantice plenamente el estado de derecho enarbolado por los gobiernos democráticos, entendidos no solo como el producto de una elección mayoritaria sino  como un proceso continuo de interacción entre los órganos de gobierno y la población, que permitan identificar las mejores políticas públicas,  así, a propósito de diversas iniciativas que se encuentran en estudio las cuales inciden en las vertientes de la fe pública: notarial y de la correduría, con el debido respeto que merece su alta investidura, se permite externarle los siguientes puntos de vista:

A partir de la iniciativa presentada en el año 1992 por el Titular del Poder Ejecutivo, tendiendo como Cámara de Origen  el Senado de la República, se reconoce la importancia de los Corredores Públicos, en donde a la par de exigirles el título de abogado para su ejercicio, se amplían sus funciones para posibilitar su actuación como fedatario en materia de comercio, atribuyendo en la referida iniciativa las facultades 
“para actuar como fedatario en la constitución, modificación, fusión, escisión, liquidación y extinción de sociedades mercantiles,  además de los actos que tiene que ver con sus órganos de administración como lo son las actas, poderes y demás certificaciones de índole mercantil “. (primer párrafo, pag. VII)
Ahora bien, cuando la Comisión de Comercio de la Cámara de Diputados emitió su dictamen (DOC.28/LV/92F.O.(1)DIC I.), señaló: 
“En el Senado se suprimió esta fracción (artículo 6 fracción VI)”  referente al otorgamiento, modificación o revocación de poderes por parte de los corredores públicos.
“La comisión que dictamina considera acertada esta decisión debido a que dicha facultad corresponde única y exclusivamente a los Notarios debido a su carácter eminentemente civil y su pertenencia al ámbito local.

Por tanto, al delimitar ésta ley las facultades de ambos servidores, y con el fin de evitar confusiones y errores entre el público en general, fue conveniente precisar sus funciones”.

Igualmente el Diputado Héctor Pérez Plazola, según aparece en las páginas 2719, 2720 y 2721 del Diario de Debates, el día 19 de diciembre de 1992, en la Máxima Tribuna de la Nación,  entre otros conceptos manifestó que:

“ Las funciones que desempeña un corredor público, según el dictamen de esta ley son semejantes, por lo consiguiente, a las de un notario, salvo algunas diferencias. En el ejercicio del notario hay ciertas actuaciones reservadas expresamente a su cargo, como dar fe de actos de naturaleza civil, lo de materia inmobiliaria, así como el otorgamiento de poderes”.
De lo anterior se puede concluir que la interpretación autentica, por provenir ésta del Congreso de la Unión, fue clara y coincidente tanto el Senado de la República como la Cámara de Diputados, en el sentido de que en acatamiento al sistema federalista, los corredores podrían actuar como fedatarios en materia mercantil,  excluyendo expresamente las funciones reservadas en la Constitución Política a los Estados, como la transmisión de inmuebles y el otorgamiento de poderes. (Artículos 40,41 y 121, Fracción II)
Sobre el particular la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, máximo interprete de la ley, emitió el criterio jurisprudencial número 26/98, resultante de la contradicción de tesis y que bajo la voz de:
 “… CORREDORES PUBLICOS. CARECEN DE FACULTADES PARA CERTIFICAR TESTIMONIOS NOTARIALES EN LOS QUE SE OTORGAN PODERES. De conformidad a los dispuesto en los artículos 6°, fracción VI, de la Ley Federal de Correduría Pública y 53, fracción V, de su reglamento, los corredores públicos sólo están facultados para actuar, como fedatarios, en la constitución, modificación, fusión, escisión, disolución, liquidación y extinción de sociedades mercantiles, designación de sus representantes legales y facultades de que estén investidos, así como en los demás actos previstos en la Ley General de Sociedades Mercantiles, pero no para certificar instrumentos públicos notariales en los que se contengan actos civiles; sin que sea óbdice a lo anterior, lo dispuesto en los artículos 38 y 39 del reglamento de la ley citada, que los habilita para certificar documentos, toda vez que dicha función se les otorgó en relación, exclusivamente, con actos de naturaleza mercantil, los cuales no incluyen la certificación de los testimonios notariales en los que se otorgan poderes. De sostener lo contrario se llegaría al extremo de aceptar que la certificación de los testimonios que hicieran respecto de los poderes con los que se pretende acreditar la personalidad, pudieran utilizarse válidamente en cualquier otra materia que no fuera la mercantil, como por ejemplo: juicios laborales, civiles, administrativos, etcétera, lo cual obviamente no es de su competencia; además, se provocaría falta de certeza y seguridad jurídicas, porque las certificaciones que realizaran de testimonios notariales adolecerían de control, por tratarse de documentos que no existen en su propio archivo, o bien conforme al artículo 20, fracción IV de la ley en comento no se trata de documentos mercantiles cuyos originales se hayan presentado para su cotejo, lo que no sucede con las certificaciones realizadas por los notarios públicos, ya que a éstos, para actuar la ley que los rige, les exige una serie de requisitos para expedir los testimonios notariales y las certificaciones que se hagan a ellos, circunstancia que el legislador tomó en cuenta para darles pleno valor probatorio por lo que las facultades para certificar documentos, con que están investidos los corredores públicos, sólo pueden ser entendidas respecto de los actos o pólizas en que hayan intervenido en materia mercantil.
El Distinguido Constitucionalista José Barragán Barragán, realizó un profundo estudio sobre la cuestión, en donde concluyó: 
“…Primero, aunque la doctrina general habla de la existencia de facultades implícitas de los poderes federales frente a la exigencia de facultades expresas según el tenor del artículo 124, resulta manifiesto que no toda la materia de comercio es de competencia exclusiva de la Federación. Por ejemplo, las materias comprendidas en el artículo 5, en donde también está la de comercio y la industria, categóricamente caen bajo el régimen interno de cada Estado; lo mismo ocurre con la materia educativa del artículo 3, en la que hay concurrencia; con la materia de salud y vivienda, etcétera. Incluso en el artículo 28 se autoriza a las legislaturas estatales regular la actividad de comercio, no sólo nacional, sino aún el internacional, de las cooperativas de productores y de profesionales.
Todos estos ejemplos nos demuestra que para que una materia no caiga dentro del régimen interno de los Estados, o para que, cuando menos no caiga en la categoría de facultades concurrentes, deberá existir una declaración constitucional que precisa que tal materia, además de expresa en los términos del artículo 124, es exclusiva, tal como se dice del petróleo y demás hidrocarburos o de las áreas prioritarias y estratégicas de los artículo 25, 26, 27 y 28 constitucionales. Solamente las materias exclusivas pueden ser objeto de regulación federal en toda la República. ¿ No es así? ¿Acaso la materia bancaria no dejó ya de ser área prioritaria y exclusiva al desaparecer de la lista enunciada en el artículo 28 constitucional? ¿Y qué pasará con los ferrocarriles y telefonía, calificados ahora como áreas no prioritarias? ¿ Y qué pasará con la petroquímica secundaria igualmente sacada (o que quiere el gobierno sacar) de ese régimen de la exclusividad del gobierno federal?”
Durante el mes de diciembre del año 2002, aparece en la Gaceta Parlamentaria del Senado de la República, un proyecto de decreto para adicionar la fracción XXIX-L, al artículo 73 de la Constitución General de la República, para conferir facultades al Congreso de la Unión para establecer las bases para coordinar la función notarial entre la Federación y los Estados.
Sobre el particular, éste Consejo presentó a la amable consideración del H. Congreso de la Unión, la opinión que se anexa, en donde se concluyó de que aprobase la reforma en cuestión se vulneraría el pacto federal.

El proyecto de reformas antes indicado despertó gran inquietud entre los Gobiernos de los Estados, por ello, fue  objeto de un análisis en la reunión de la CONAGO, la que contó con la muy digna presencia del Señor Presidente Constitucional  de la República Mexicana, así como de varios Secretarios  de Estado, efectuada esta en la ciudad de Veracruz, Veracruz el día 21 de febrero del año 2003, en donde se tomó el punto de acuerdo número 4 en el sentido de que esta cuestión sería debatida en primera instancia dentro de ese órgano.
Las instituciones, notariales y de correduría mantienen un origen milenario; cada una de ellas ha realizado importantes aportaciones para la vigencia del derecho, (ciencia, arte, disciplina, verdad, certeza, convivencia pacífica, pacto social y hoy tecnología), que todos quienes hemos abrazado ésta profesión debemos refrendar el compromiso que asumimos al momento de rendir la protesta cuando alcanzamos nuestra titulación, por ello, el tronco común, al igual que el de los Magistrados, Jueces, Legisladores, Servidores Públicos y Funcionarios Privados de la Materia es el ser un Abogado.

Por ello, es importante recordar conceptos que adquirimos durante el paso por las aulas Universitarias, en cuanto a  las bondades del derecho escrito frente al derecho consuetudinario, recordando lo expresado por Von Ihering en que cuanto a que “el derecho de origen Romano es el que ha salvado en tres ocasiones al mundo de ubicarlo en la Barbarie”; atesto encuentra en pleno vigor cada día, con una mayor expansión, Bástenos recordar que dentro de la comunidad Europea, se está produciendo el estado de que el derecho cuna del derecho consuetudinario (Inglaterra) se pretende integrar al derecho de corte romanístico, además de la progresiva adopción de importantes instituciones de éste a sistemas asiáticos y africanos.
Además, debemos identificar la certeza de los argumentos vertidos, para tratar de imponernos modelos extraños a nuestras tradiciones jurídicas, como sería la federalización  de la fe notarial. En efecto, en los Estados Unidos de México, cada entidad, entre otras actividades: es la que otorga las concesiones bancarias o bien determina las reglas a las cuales se deberá sujetar la misma elección presidencial.
Aún mas, en Louisiana, al igual que en Québec Canadá, a su habitantes se les han respetado la vigencia del Derecho Escrito.

Por ello, motiva su preocupación en los calificativos de: 1° ineficiente, 2° costosa  y 3° de poca calidad, que se pretende atribuir a la institución notarial de corte latino, en donde se inserta el notariado mexicano, conforme al cual, debe ser prestado por un profesional de derecho, quien tiene la obligación de asesorar a las partes intervinientes en los diversos actos y negocios jurídicos, aspecto fundamental sobre todo en el mundo contemporáneo en donde por la profusión de los conocimientos, cada día, en cualquier actividad humana, debemos  “saber mucho de poco”; además la normativa impone al notario la obligación de actuar con imparcialidad, lo que garantiza que las partes involucradas alcancen a conjuntar los mejores términos para sus voluntades. 
Al no depender de la estructura orgánica del Estado y percibir sus honorarios directamente del usuario (los cuales se encuentran regulados por la ley) ha permitido en múltiples ocasiones la salvaguarda de los intereses del ciudadano frente al gobernante.
El notario mantiene la obligación de custodiar el documento original, lo que le otorga una certidumbre para su constatación plena en cualquier espacio,  independientemente del valor histórico que representan éstos documentos en donde se materializa lo más preciado del hombre: sus ideas y sentimientos.
Por ello, existe la máxima de que “a notaría abierta, juzgado cerrado “ , por cuanto el notario confiere la seguridad jurídica que se requieren tanto en las transacciones de los ciudadanos como en la actuación gubernamental.
En cuanto al calificativo de ineficiente o lento en su tramitología debemos acotar que el Notario en México, no limita su actuación a  recibir la voluntad de las partes, revisar la documentación exhibida, verificar la identidad de los intervinientes, suficiencia de las facultades de los representantes e interpretar la voluntad y conjuntarla con los demás elementos para plasmar el documento, como sucede en muchas legislaciones, sino que constituye la profesión liberal, constante e íntimamente vinculada al derecho tributario, habida cuenta que acorde a la normatividad, llega a sustituir en algunos casos a la administración pública en el cumplimiento de sus funciones, como la observancia de los planes de desarrollo, ley de asentamientos humanos y sobre todo en la función específica de recaudación, la cual al decir del ilustre notario Carámbula, citado por el notario español, Florencio Porpeta Clerigo, en su ponencia presentada con el título “Las exigencias fiscales en relación con los efectos del acto jurídico”, en el marco del Séptimo Congreso internacional del Notariado Latino celebrado en el año de 1965, quien señaló:

 “…El escribano mexicano esta siempre bajo el imperio de un solo y único sistema represivo, porque se le imponen las funciones de calificador, liquidador, fiscalizador o controlador, además de imputarle una responsabilidad no subsidiaria por el pago del crédito fiscal”.

Esta función se realiza en los tres niveles de gobierno:
1.- Federación, (impuesto sobre la renta por enajenación de inmuebles, impuesto sobre la renta por adquisición de inmuebles, impuesto al valor agregado, además de la obligación de informar sobre las operaciones traslativas de dominio y la constitución y escisión de sociedades mercantiles) 
2.- Estados (impuesto sobre la renta por enajenación de inmuebles) y
3.- Municipios (impuesto sobre adquisición de inmuebles)
Sobre el particular, al notario se le imponen:
a) Exigencias previas al otorgamiento del acto, como el recabar avalúos, certificaciones de solvencia fiscal, etc.
b) Exigencias simultáneas, como inserción de cláusulas especiales y
c) Posteriores como el llenado de formatos para el pago de impuestos y su entero mismo.
Además el notario debe esmerarse en el estudio y aplicación de la norma tributaria ya que debe conciliar su doble carácter, por una vertiente colaborador del fisco, y por otra asesor jurídico de las partes.
Es por ello, que durante el primer Foro Regional de la Convención Nacional Hacendaria, la presidencia de este Colegio formuló la ponencia “La necesidad de simplificar la tramitología para el pago de los impuestos generados con motivo de los diversos actos notariales traslativos de dominio “, en donde se expuso la inquietud de que la labor de cooperación hacia la entidad fiscal, se acompaña de una larga tramitología, lo que trae como consecuencia la satisfacción de cargas laborales extraordinarias como el llenado de formatos preimpresos y la exhibición de múltiples documentos.
Debemos reconocer el importante avance que ha existido por parte de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en donde a partir de éste año, los pagos se deben producir en forma electrónica sin ser necesario exhibir documentación alguna.

Igualmente manifestamos a usted que este Colegio ha instituido una Comisión tendiente a desregular esta tramitología en donde en conjunción con la Comisión de Informática, se están realizando sesiones periódicas con las autoridades correspondientes para analizar las diversas alternativas que permitan hacer los pagos  por medios electrónicos, advertimos que después de muchas gestiones sobre el particular, se acaba de lograr que en los cinco municipios metropolitanos de la zona de Guadalajara, podamos utilizar las bases de datos que se forman con nuestros instrumentos, en la formulación del aviso traslativo de dominio,  en lugar del llenado que solo podría ser efectuado por máquina mecánica o eléctrica que evidentemente demora más que la elaboración misma de la propia escritura.
Así, lo cual esperamos poder tener un importante sustento para el mismo fin en los restantes ciento diecinueve municipios de la entidad.

Para destacar la importancia que en el año de 2004 representó el impuesto sobre transmisiones patrimoniales, es relevante que en el municipio de Guadalajara de la captación total de impuestos que ascendieron a $451,817,391.00, el impuesto sobre transmisiones patrimoniales importó la cantidad de $164,034,717.00, lo que en términos relativos equivale a un 36.30%; en tanto que en el municipio de Zapopan, dicho tributo representó un 40.68% , y en el municipio de Tlajomulco de Zúñiga, represento el 64.44%.
Es de hacerse notar que en España, el notario circunscribe su actuación a la autorización del acto, limitándose a comunicar a la autoridad hacendaria la existencia del crédito fiscal, para que ésta realice las acciones tendientes al cobro de dicho tributo, en donde el notariado al igual que sucede en Colombia tiene a su alcance la posibilidad de inscribir los diversos actos traslativos de propiedad en forma electrónica, lo que además de reducir los tiempos y evitar las gestorías, se confiere una seguridad jurídica total, habida cuenta de que permite que desde la oficina notarial, el notario pueda constatar la situación jurídica del inmueble y de inmediato producir los avisos traslativos de dominio.

Por ello, el Colegio de Notarios del Estado de Jalisco ha estado insistiendo en la urgencia de concluir con la digitalización del Registro Público de la Propiedad, sobre todo tomando en cuenta que los enteros que se realizan por la inscripción en el Registro Público, constituyen el pago de un servicio público y en consecuencia  caen dentro de la esfera del crédito fiscal, “derecho” y que debe ser suficiente para la prestación eficaz de este importante servicio registral, sobre todo por la importancia que se tiene para poder mantener la competitividad ante la inversión extranjera. 
Sobre este particular destaco, que según nota aparecida en esta semana en el periódico “El Financiero”, el señor Secretario de Hacienda don Francisco Gil Díaz, durante la clausura de la Expodesarrollo Inmobiliario señaló: 
“ que los fideicomisos de inversión en bienes raíces sigue atorado debido a una problemática que persiste para lograr que los Fibra se desarrollen, es que varias legislaciones estatales establecen que cualquier cambio de dominio de un bien raíz, aunque sea a través de un fideicomiso, causa el impuesto al traslado de dominio“.
Afortunadamente en cuanto  a la constitución de las sociedades mercantiles, nos aliente que la directriz política, económica asumida por el Gobierno Federal en el Plan de Desarrollo, incluye el  programa “Sistema de Apertura Rápida de Empresas”, el cual aplaudimos, sobre todo que en el pasado, para constituir una sociedad mercantil se requería que el permiso de la Secretaría de Relaciones Exteriores fuese tramitado en la ciudad de México, en donde se contenía la denominación, domicilio, duración y el objeto social; gestión que duraba aproximadamente quince días; luego de firmada la escritura era menester realizar la inscripción en el registro federal de contribuyentes, para posteriormente gestionar diligencias judiciales para que el tribunal constatare el cumplimiento de todas las formalidades, con lo cual el trámite mínimo para que una escritura constitutiva de una sociedad pudiera ser presentada para su inscripción en el Registro Público era de tres meses.
Sobre el particular cabe mencionar que el Consejo de Notarios de Jalisco de su época, presentó una propuesta para suprimir las diligencias judiciales, además que cuando se inició con la presentación del programa de la inscripción remota de las sociedades mercantiles desde las notarias ante el Registro Federal de Contribuyentes, sugirió que para su plena operatividad sería necesario incluir la opción de la inscripción de las personas físicas que integraban la sociedad.
Nos alienta el hecho de que en fechas próximas se podrá realizar la inscripción en el Registro Público de Comercio por medio electrónicos, habida cuenta que la captura de documentos de conformidad con lo programado, debía haber quedado concluida a mas tardar en el mes de diciembre de 2004.
En síntesis, falsa resulta la aseveración de lentitud atribuida a los notarios, por no corresponder a los tiempos y movimientos que se realicen al interior de sus oficinas, quienes en su gran mayoría cuentan con sistemas informáticos y personal altamente capacitado que eficienta el trámite notarial, sin embargo ello obedece a la tramitología lenta y tortuosa que debe realizarse extramuros. 

En cuanto a lo “ oneroso ”  del servicio notarial, cabe hacer mención, que el  Notario debe recabar del usuario del servicio notarial, como ya se expreso, el importe de los impuestos generados con motivo de  dicha operación, así como los derechos de inscripción en el Registro Público de la Propiedad, costos de avalúo, etcétera. Es preciso  señalar  que los honorarios, en muchas ocasiones, resultan ser inferiores a los pagados a otros factores que intervienen en el tráfico inmobiliario, señaladamente el importe de comisiones bancarias por la mera apertura de créditos, independientemente del cobro por el análisis del crédito.
Precisamos que el sofisma de que en otras latitudes en donde se aplica el notariado sajón,  la certificación relativa a la legalización de las sociedades mercantiles es menos costosa, resulta ser una vana ilusión, habida cuenta que habrá necesidad de adicionarle el importe de los honorarios de abogados que cada una de las partes cubre por obtener la opinión del letrado, recordando además, que en aquellas latitudes existe la práctica de que todas las consultas, aún las telefónicas, son sujetas de una facturación, independientemente de que en sus costos tampoco se incluyen los derechos de registro, permiso para la constitución de la sociedad y uso de la denominaciones.
Advertimos que el Notario no cuenta con un sistema de seguridad social, por lo cual y ante casos extremos, el gremio notarial Jalisciense, refrendando su solidaridad, ha tenido  que estar presente para sufragar los gastos de marcha del  colega notario.
En cuanto a la falta de calidad de los prestadores del servicio notarial, cabe hacer notar que por disposición legal, en muchas legislaciones como en la propia, desde hace décadas se incluye la obligación de participar en exámenes de oposición, lo que garantiza que acceda al notariado el profesionista que demostró mayores aptitudes, lo que se traduce en que el servicio sea prestado con toda eficiencia, además de imponerles la obligación de asistir a cursos de actualización. En el estado de Jalisco, los terceros sábados de cada mes se dedica a la capacitación en donde se han abordado diversos temas de interés para el Notariado y de talleres prácticos, en que con la participación de la Universidad de Guadalajara, se ha contado con una asistencia de más de 600 personas entre notarios y asistentes y  quienes  han tenido acceso a un total de 320 equipos de computo en una misma sesión.
Adicionalmente, en forma semestral, se realiza la publicación de una revista en donde se abordan distintos tópicos notariales, la cual es objeto de intercambios con diversas Instituciones de Educación Superior y Colegios Notariales de España y Argentina.
Reiteramos que en nuestra entidad un significativo número de notarios realizan labores de docencia en centros de enseñanza superior, además de que un 30% de la membresía notarial ha cursado maestría, y a la fecha más de 30 de ellos se encuentran en proceso de estudios doctorales.
Igualmente destacamos que entre los tenedores de patente para el ejercicio del notariado se encuentra un número considerable de abogados que han cursado en el extranjero maestrías, además de dominar cuando menos, dos idiomas adicionales al castellano.
Además de ello, debemos destacar que el notariado mexicano se encuentra estrechamente vinculado para la solución de importantes problemáticas sociales, a saber:
1.- El notario participa activamente en la tercera desamortización de la tierra rural de México, que el pueblo ha emprendido en su búsqueda incesante por conjugar la libertad y el desarrollo económico, así, a partir de la reforma del día 6 de enero de 1992, en donde se pretendió  adecuar el artículo 27 de la Constitución General de la República a la realidad de un mundo globalizado, para garantizar la concurrencia de los tres regímenes de propiedad, publico, privado y social, en donde cada día cobran mayor importancia la suficiencia alimentaría de un país, en su punto coincidente con aquellas situaciones complejas en donde por su cercanía los centros de población o porque las tierras no sean aptas para el cultivo, se permite que el ejido tome el acuerdo de que se adopte el dominio pleno de la propiedad ejidal, para cuya asamblea se exige como elemento de validez la presencia de un notario que certifique la validez y la eficacia del acto comunal en los términos del artículo 23 de la  Ley Agraria; sin perjuicio de que cualquier trasmisión posterior, con mayor razón, deba   formalizarse en presencia de un notario.

El Titular del Poder Ejecutivo Federal en la iniciativa de la Ley Agraria, al respecto señaló:
“ La protección que exige el texto constitucional impide, una vez que la parcela ha sido convertida a propiedad plana, la enajenación  sin el avalúo  autorizado y el examen del notario público sobre la legalidad del acto, además de exigir el respecto a la preferencia por  el tanto que se otorga a favor de ejidatarios y avecindados”.
El Notariado Jalisciense durante los años 2002, 2003 y 2004 participó en 73, 62 y 82 asambleas de éste género, lo que permitió certificar la adopción del dominio pleno de: 164-750-5016; 88-919-02 y 206-486-4350 hectáreas. 

2.- El notario nuevamente participa en la titulación de escrituras de INFONAVIT, habida cuenta que cuando este Instituto prescindió de la figura notarial, propició que las escrituras privadas de varios desarrollos inmobiliarios a  la fecha no hayan sido inscritas en el Registro Público de la Propiedad, por defectos y omisiones en su otorgamiento, con el consiguiente perjuicio social, manifestándose  además en una baja significativa en la recaudación de los impuestos translativos de dominio.
En Jalisco durante los años 2002, 2003 y 2004 se han titulado a costos reducidos 14,801, 17,697 y 20,041 viviendas que han beneficiado a la clase trabajadora.

3.- El notario continúa participando en el programa de la Comisión para la Regularización de la Tenencia de la Tierra. 
En Jalisco durante los años 2002, 2003, 2004, se beneficiaron a 3,499, 3,330 y 8,814 familias que obtuvieron la seguridad jurídica de su vivienda.
4.- A partir de la convocatoria realizada por la Secretaría de Gobernación en el año 2003 para declarar “Septiembre mes del testamento” se  exhortó al gremio notarial para prestar estos servicios a costos reducidos, con el objetivo de evitar conflictos familiares de quienes sufren la pérdida de un ser querido, circunstancia ésta que además ha permitido a la población que como resultado de la comunicación entablada con el Notario y de la revisión de algunos documentos, se les oriente sobre alguna deficiencia en sus títulos de propiedad y se les apoye para regularizarlos.

En respuesta a la demanda de la población, y con el apoyo entusiasta de la membresía, en Consejo de Notarios de Jalisco acordó prorrogar ésta campaña hasta el día 15 de noviembre de los años 2003 y 2004, lo que permitió el otorgamiento de 38,299 disposiciones testamentarias de las cuales correspondieron 21,583 al año de 2003 y 16, 716 a la anualidad de 2004; lo que significa un importante incremento en relación al año de 2002 en que sin la existencia del programa únicamente se otorgaron en el mismo periodo 3,249 testamentos.
5.- El notario también ha participado en el fortalecimiento de la vida política del país, tomando en cuenta que desde sus inicios,  las leyes electorales han impuesto a los Notarios Públicos la obligación de mantener abiertas sus oficinas notariales durante la jornada electoral para que los actores políticos y la población en general pueda solicitar se constaten hechos ocurridos, lo que se reitera en el actual Código Federal de Procedimientos e Instituciones Electorales, además de que se amplían las facultades a los Notarios a efecto de que reciban las informaciones testimoniales que como prueba serán presentadas a los Tribunales de la Materia.

Colateralmente el propio ordenamiento refiere que para la constitución de un partido político, se requiere que en la asamblea se cuente con la presencia de un Notario Público.

6.- En las diversas giras presidenciales, invariablemente se ha solicitado la asistencia de un Notario Público en cada uno de los actos que se incluyen en la agenda presidencial.

7.- El Notario no puede limitar la prestación del servicio Notarial a quienes carezcan de los recursos económicos para cubrirlos. 
En el estado de Jalisco, entre otras dependencias, a solicitud del Sistema de Desarrollo Integral de la Familia e Instituto Jalisciense de Asistencia Social, previo estudio socioeconómico se han elaborado bajo el esquema de servicio social, compraventas, adjudicaciones judiciales y hereditarias, así como constitución de asociaciones civiles, etc.

Además, desde hace dos años se cuenta con un módulo de asistencia en la zona sur de la ciudad de Guadalajara, en donde semanalmente acude un notario para que ahí se proporcione  asesoramiento a las clases populares, encontrándose en proyecto la apertura de otros dos módulos en sendos municipios que integran la zona conurbada de Guadalajara.

8.- En particular en el Estado Jalisco, desde su creación y hasta éstas fechas, el Tribunal de Arbitraje y Escalafón, que es el órgano que se encarga  de dirimir los naturales conflictos entre los trabajadores y el Gobierno del Estado y los 124 municipios, se ha integrado, además de un   representante del Gobierno y otro de los trabajadores, por un Notario Público, lo que ha permitido que ése tribunal mantenga su respetabilidad. Igualmente en el Consejo de Desarrollo Urbano, desde su fundación, un notario público ejerce la función de Secretario de actas y acuerdos.
9.- Debemos dejar constancia que la sociedad jalisciense confía en su notariado, tan es así, que con motivo de los dolorosos acontecimientos que se produjeron a consecuencia de las explosiones ocurridas en ésta ciudad el día 22 de abril de 1992, los damnificados exigieron para el inicio de las pláticas con las autoridades, a la presencia de los integrantes de Consejo de Notarios, cuerpo colegiado, que acordó el  establecimiento en las propias oficinas dedicadas a la atención de los afectados un módulo  para dar orientaciones sobre la documentación que habría que reconstituir, certificar documentos además de haber distribuido entre sus integrantes las escrituras de las nuevas viviendas, bajo el esquema de servicio social.
De todo lo expuesto, solo  se puede concluir que el notariado se erige en la necesaria Institución con cuya intervención se brinda seguridad a la ciudadanía en cuanto a la certeza de los actos que conforman su vida jurídica, servicio que debe ajustarse invariablemente a los principios y normas que establece la normatividad y la ética notarial, con la seguridad de que si alguno de sus integrantes se aparta de los principios que rigen su recta actuación, este Consejo de Notarios se constituye en el primer interesado en promover la aplicación de los correctivos que sean pertinentes.
GUADALAJARA, JAL., MARZO 11 DE 2005.
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